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Cuatro características corresponden al juez: escuchar cortésmente, responder sabiamente, ponderar prudentemente y decidir imparcialmente.

			Sócrates (470 a. C. – 399 a. C.)

			Dedicado a María Magdalena y nuestros hijos, en agradecimiento por todo su apoyo.

		



PRÓLOGO

			Con el máximo agrado he aceptado prologar el libro escrito por José Alberto Allende Pérez de Arce, titulado El recurso de queja.

			El autor es un abogado joven, lleno de entusiasmo por el estudio del derecho procesal. Esto último lo pude apreciar al contribuir en su formación en la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes, donde egresó el 2014, obteniendo el grado de licenciado en derecho con distinción máxima. Su vitalidad lo llevó luego a cursar un LL.M., en la University College London, que concluyó exitosamente el 2018, con un estudio sobre solución de controversias. Dicha estadía contó con el patrocinio del Programa Becas Chile, a través de su Programa de Formación de Capital Humano Avanzado (PFCHA).

			Su interés por la investigación se había manifestado antes, en el artículo “Procedencia del recurso de queja en contra de ministros de Corte de Apelaciones que se pronunciaron respecto de otro recurso de queja: la ‘queja de queja’”, publicado en la Revista Jurídica Digital Uandes. También en su trabajo titulado: “Fortalecimiento del trámite de la conciliación como mecanismo para descongestionar los tribunales civiles de justicia”, que fue publicado en la prestigiosa Revista de Derecho, de la Facultad de Derecho de la Universidad Austral, de Valdivia.

			El interés por examinar el recurso de queja se explica por su trabajo profesional como abogado, que ha desempeñado en el estudio internacional, con sede en Chile, Baker & McKenzie, entre los años 2014 y 2017. Y desde el 2018, como asociado a Allende Bascuñán, en el área de litigios.

			La presente investigación es eminentemente práctica. Comienza con la exposición de las doctrinas clásicas sobre el recurso de queja, para continuar –en varios capítulos– con las tendencias jurisprudenciales que en una variedad de tópicos han sentado nuestros Tribunales Superiores de Justicia. La información reunida es valiosa para jueces, abogados y los estudiantes de derecho.

			La relevancia de este trabajo, a mi entender, es múltiple.

			En primer lugar, llena un vacío que se hacía sentir en este tema.

			En segundo lugar, la jurisprudencia sistematizada demuestra que el recurso de queja es la gran asignatura pendiente en nuestro sistema de impugnación. Aunque han existido varios intentos por limitar su actuación, las quejas acogidas revelan que esta impugnación continúa siendo un instrumento de control de la actividad judicial que le imprime un sello único a nuestro sistema recursivo.

			En efecto, la investigación permite comprender el acierto parcial que significó la reforma de la Ley 19.374, de 18 de febrero de 1995, mediante la cual se intentó poner término a uno de los períodos más nefastos que ha tenido el tratamiento de la jurisprudencia en nuestro sistema (iniciado en 1937), en la que a través del recurso de queja se lograba cambiar sentencias de fondo prácticamente sin respetar la garantía del debido proceso, y de manera especial la fundamentación de las sentencias. La reforma referida refundó nuestro sistema recursivo, al limitar los excesos que se cometían a través del recurso de queja.

			La inadmisibilidad de este recurso, como regla dominante, ha permitido dejar en el recuerdo una peculiar forma de hacer justicia que se había instalado en nuestro sistema, donde el recurso de queja actuaba como un verdadero instrumento de desintegración del rol de la judicatura en el sistema judicial. Su amplitud permitía que en muchas ocasiones la respuesta estuviera determinada más por destrezas forenses, que por la aplicación de reglas objetivas.

			La limitación del recurso de queja, como lo demuestra este trabajo empírico, ha significado un avance. Para justificar esta afirmación hagamos un poco de historia. Las apreciaciones críticas sobre el funcionamiento de la Corte Suprema, antes de 1995, se debían en gran parte al desbordamiento del recurso de queja. En ese contexto se acometió la reforma al funcionamiento de la Corte Suprema, iniciado en el Mensaje enviado por el Presidente de la República, don Patricio Aylwin Azócar y su Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda, el 20 de octubre de 1992. Dicha iniciativa se convirtió en la Ley 19.374, publicada el 18 de febrero de 1995. Para cuantificar el valor de este estudio jurisprudencial sobre el actual comportamiento del recurso de queja, recordemos lo señalado por el asesor del Ministerio de Justicia, Jorge Correa Sutil, ante la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado. Según el tenor de las actas, para el tema que aquí interesa, señaló: “que entre los abogados es común la apreciación crítica de que la Corte Suprema se ha apartado de este rol, perdiendo así parte de la fuente de su autoridad, para constituirse en una tercera instancia que, por la vía del recurso de queja, resuelve sin necesidad de mayor fundamentación, en una justicia de equidad, que suele recibir críticas por su excesivo carácter discrecional” (Boletín N° 858-07, Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre composición, organización y atribuciones de la Corte Suprema de Justicia y modificaciones a los recursos de queja y de casación, pp. 19-20).

			Aunque se debe apuntar como un avance la restricción del recurso de queja, se debe reconocer que el problema que presenta esta impugnación todavía subsiste, aunque en menor grado. La admisión de esta impugnación en algunos casos, como lo refleja este estudio, da cuenta de un problema profundo, que paso a sintetizar.

			Como se sabe, el recurso de queja es un medio de impugnación con una larga historia en nuestro ordenamiento jurídico. Su regulación consta en los artículos 530 al 553 del Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, titulado “De la jurisdicción disciplinaria y de la inspección y vigilancia de los servicios judiciales”. En un principio su tramitación se estableció en Autos Acordados de la Corte Suprema dictados en 1916 y 1917. Con la Ley 3.390, se introducen las primeras normas legales sobre este medio de impugnación que en la práctica forense se denomina pacíficamente como recurso de queja. El último cambio fue la Ley 19.374, de 18 de febrero de 1995, que modificó el Código Orgánico de Tribunales, y de manera directa varios aspectos de este recurso, por las razones antes apuntadas.

			El recurso de queja se ajusta a la tipología que en la teoría de la impugnación se asigna a los recursos, atendido que es un medio idóneo para denunciar, corregir y sancionar infracciones cometidas en el pronunciamiento de resoluciones judiciales. La Ley 19.374 de 1995, ratificó el carácter referido, al regular la procedencia, sus requisitos de admisibilidad y efectos (arts. 545 al 549 COT). Lo anterior no se ve alterado por el hecho que se trate de una impugnación en la que se controla, a partir de la conducta de los jueces, el contenido de la resolución impugnada. Tales rasgos le dan a este recurso una fisonomía diversa, atendido que la regla general y la evolución del sistema recursivo ha sido centrar el control en el contenido de la resolución, con prescindencia de la conducta de los jueces. La explicación a este carácter dual del recurso de queja proviene de su utilización como instrumento corrector de la conducta disciplinaria de los jueces. La ley ha previsto que, para el evento de acogerse el mismo, se apliquen medidas disciplinarias por el Pleno de la Corte respectiva (art. 66 COT), pero ese rasgo sancionador no le resta su naturaleza de recurso a este medio de impugnación. En cuanto al juez competente, el art. 63 N° 1 letra c) del COT dispone que las Cortes de Apelaciones conocerán de los recursos de queja que se deduzcan en contra de jueces de letras, jueces de policía local, jueces árbitros y órganos que ejerzan jurisdicción dentro de su territorio jurisdiccional. Naturalmente que el precepto anterior parte de la base que los jueces recurridos han actuado como jueces a quo. Si el tribunal ad quem es un tribunal de segunda instancia, no tienen competencia las Cortes de Apelaciones, al ser el juez natural de esta impugnación la Corte Suprema. En efecto, la Constitución Política de la República, reconoce en el art. 82 la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, asignando de esa forma competencia para conocer del recurso de queja al referido tribunal. Asimismo, el inc. 2° de la misma norma reafirma el carácter de recurso de la queja al disponer que los Tribunales Superiores (Cortes de Apelaciones y Corte Suprema) pueden “invalidar resoluciones jurisdiccionales” en uso de sus facultades disciplinarias, a condición de que procedan “en los casos y en la forma que establezca la ley orgánica constitucional respectiva”.

			Como se puede apreciar en este trabajo, aunque el recurso de queja haya evolucionado para ser considerado un mecanismo excepcional, es todavía un medio que permite controlar la conducta de los jueces, al mismo tiempo que el contenido de las resoluciones que ellos dictan. Esta naturaleza impugnadora ha sido admitida por la propia Corte Suprema, en sentencia de 9 de agosto de 2005, al señalar “… la disciplina dice relación con el orden, pero éste resulta subordinado a la ley, en términos que el análisis de la existencia de los presupuestos fácticos para la procedencia del ejercicio de las facultades disciplinarias importa o conduce a analizar en el caso concreto si los sentenciadores obraron o no dentro del marco de acción que la ley les permite, o dicho de otro modo, si el legislador impuso para el caso concreto una forma de conducta obligada, puesto que sólo en el caso de exceder dichos márgenes cabe hacer uso de las referidas facultades…” (CS, 9 de agosto de 2005. Rol 3.478-05).

			Tal como lo revela este estudio, los Tribunales Superiores de justicia conocen y fallan los recursos de queja, separando en muchos casos su decisión del aspecto disciplinario que está incluido en este medio de impugnación. A partir de ello han podido cambiar el contenido del acto judicial recurrido, y al mismo tiempo, dejar de aplicar la sanción disciplinaria que este instrumento regula de manera conjunta. Lo anterior, determina que, aunque en la letra de la ley el agravio sea genéricamente “la falta o abusos graves cometidos en la dictación de resoluciones de carácter jurisdiccional”, los planos de control han permitido enmendar sólo el contenido de la resolución, sin acudir necesariamente a la responsabilidad disciplinaria. El resultado anterior, como se anticipaba, es y seguirá siendo una de las asignaturas pendientes en nuestro sistema recursivo.

			En suma, tenemos que felicitar al autor. Su investigación es una de aquellas obras que sólo pueden ser gestadas después de muchas horas de trabajo. La selección y sistematización que presenta hará que esta primera monografía de José Alberto Allende Pérez de Arce sea considerada como un aporte serio al encomiable y silencioso fenómeno de renovación que se advierte en nuestra literatura procesal.




				Alejandro Romero Seguel
	Profesor de Derecho Procesal
	Universidad de los Andes

			



INTRODUCCIÓN

			Hasta antes del año 1995, prácticamente toda resolución que dictaban los tribunales de justicia, era susceptible de ser revisada por la Corte Suprema por medio del recurso de queja. Con el paso del tiempo, dicha situación (entre otras) llevó al Máximo Tribunal al borde del colapso, y gatilló la dictación de la Ley 19.374 de 1995, cuyo propósito fue reorganizar el sistema recursivo de nuestro país, y limitar los asuntos de los que debía conocer la Corte Suprema. Fue en ese contexto que el recurso de casación pasó a ocupar el lugar que hasta entonces había ocupado el de queja, eso sí, de una forma mucho más restringida que la que éste había tenido.

			Debido a lo anterior, gradualmente el recurso de queja fue cayendo en desuso, y se alejó del sitial de preferencia del que había gozado durante largos años. Por eso no es de extrañar que para gran parte de las generaciones de abogados que comenzaron a ejercer la profesión con posterioridad al año 1995, el recurso de queja no tuviera una importancia substancial, como sí la tuvo para los litigantes más antiguos. El mismo fenómeno se extendió también a los estudiosos del derecho, quienes perdieron el interés académico en este recurso. Lo anterior se ve reflejado en que desde esa fecha hasta ahora, existe un solo libro destinado íntegramente al recurso de queja (el de Barahona Avendaño, del año 1998), y uno que otro capítulo inserto en libros dedicados al estudio de los recursos procesales en general.

			Esa falta de interés de abogados y autores llevó a que se generara un vacío normativo y dogmático respecto del recurso en comento, al punto que aún a esta fecha, y a pesar del tiempo transcurrido, no existe acuerdo respecto del sentido y alcance de la expresión “falta o abuso grave” que usa la ley, como causal de interposición de este arbitrio disciplinario.

			Si bien en un principio tales indefiniciones no tuvieron mayor importancia, debido a la baja en la utilización de este recurso, ello ha ido cambiando en las últimas décadas, con la aparición de normas, procedimientos y tribunales especiales, que han dado un nuevo impulso al recurso de queja. Ejemplos de lo anterior encontramos en materia arbitral, de acceso a la información pública, derecho del consumo, contratación pública, entre otras materias, muchos de cuyos conflictos terminan siendo llevados a los tribunales superiores por medio del recurso de queja.

			Lamentablemente este nuevo auge del recurso llega en un momento de evidente falta de desarrollo normativo y dogmático, lo que se refleja, entre otras cosas, en la gran cantidad de recursos que cada día se interponen ante la Corte Suprema, y en el hecho de que la gran mayoría de ellos son rechazados o declarados inadmisibles. Otro reflejo de la carencia en comento son los criterios contradictorios que muchas veces emplean los tribunales superiores para resolver temas que son similares. Así, no es raro encontrar recursos que son rechazados de plano, y unos días después, otros con los que se reclaman situaciones similares que sí son acogidos.

			Por lo anterior, no son pocos los abogados que, con no poca razón, se refieren a este recurso como a una lotería. Frente a un recurso de queja cualquier cosa puede pasar. Por ello, hoy son muchos los abogados que, sabiendo que pueden hacer un último esfuerzo para ganar el caso, y que no pierden nada con intentarlo, interponen recursos de queja que en realidad constituyen impugnaciones jurisdiccionales normales, revestidas con un carácter disciplinario que en realidad no tienen. Al final del día cualquier cosa puede pasar. Este estado de indefinición y ambigüedad fue graficado por Tavolari hace varios años, señalando que “[J]ueces y abogados buscamos la solución más simple, que evite, a unos y otros, los razonamientos jurídicos afinados y refinados. En el ámbito judicial, jueces y abogados nacionales trabajamos pues, en general, con la brocha gorda del obrero pintor antes que con el fino pincel del artista. En estas circunstancias no puede sorprender la simpatía que, a uno y otro lado de los estrados, se dispensa al recurso de queja”.i

			En medio de toda esta situación, hay que destacar el rol que ha tomado la Corte Suprema en la materia, debiendo asumir la ardua tarea de recibir, conocer y fallar la gran mayoría de los recursos de queja que se interponen en el país, sin que exista un estatuto claro que lo regule, en particular respecto de sus causales de procedencia. Basta con una mirada superficial a las estadísticas que rodean este medio de impugnación, para darse cuenta del enorme esfuerzo que hace el Máximo Tribunal para mantener a raya la utilización del recurso de queja, e intentar limitarlo a su carácter disciplinario, sin impedir con ello el adecuado acceso a la justicia de parte de los litigantes.

			Precisamente ese rol jugado por la Corte Suprema demuestra la importancia de revisar su jurisprudencia. Hoy esa es la única forma de entender no sólo el espíritu del recurso de queja, sino que también su utilidad práctica. La debilidad normativa se ha visto mitigada con el trabajo del Máximo Tribunal, y eso es lo que se ha pretendido estudiar y sintetizar en este estudio.

			Con ese propósito en mente, se incluyó un primer capítulo que aborda el recurso de queja en general, partiendo con una reseña histórica sobre el mismo, tanto legislativa como jurisprudencial, que incluye los distintos cambios que ha ido experimentando a lo largo del tiempo. Luego se explica brevemente el marco normativo del recurso, contenido principalmente en el Código Orgánico de Tribunales, para posteriormente abordar su naturaleza jurídica, cuestión esta última que ha sido fuente de importantes discusiones, precisamente porque una de las particularidades del recurso de queja es que en él conviven elementos disciplinarios y jurisdiccionales. Más tarde el lector se encontrará con un análisis de las principales características del recurso, que lo hacen tan distinguible de todos los demás que contiene el ordenamiento jurídico.

			En un segundo capítulo se abordan las tendencias actuales del recurso, partiendo por la delimitación de su causal de interposición. Posteriormente se repasan las materias jurídicas en las que más frecuentemente se interpone el recurso de queja, las que incluyen tanto procedimientos especiales como ordinarios. Luego se analiza el tratamiento que en la práctica ha recibido el recurso de queja de parte de la Corte Suprema, y el control que ésta hace del mismo por vía de admisibilidad. Más adelante se analizan los medios de impugnación con los que cuentan las partes respecto de la sentencia que se pronuncia respecto de un recurso de queja, para terminar refiriéndonos a un tema distinto pero estrechamente relacionado, que consiste en el uso de las facultades para obrar de oficio que tiene la Corte Suprema, como compensación al estricto control de admisibilidad
que realiza.

			Por último, en el tercer y más importante capítulo, se revisa en detalle la jurisprudencia de la Corte Suprema, a fin de dilucidar lo que en la práctica se ha entendido como una falta o abuso grave. El objetivo final es sintetizar, de una forma amigable para el lector, cuáles son las causales específicas que a juicio del Máximo Tribunal constituyen una falta o abuso grave, y que por lo tanto son susceptibles de ser denunciadas y eventualmente corregidas por medio del recurso de queja. Dicha exposición se complementa con opiniones del autor, que buscan explicar los criterios empleados.

			Con todo lo anterior pretendo contribuir a llenar un vacío que lleva años siendo denunciado. Ya el año 1994, y ad portas de que entrara en vigor la nueva ley, dos autores declararon que esperaban que parte importante de las dudas e incertidumbres que generaba el “nuevo” recurso de queja, fueran salvadas por la jurisprudencia de los tribunales, especialmente en lo referido a lo que se entiende por falta o abuso grave.ii En el mismo sentido, pero ya varios años después de la entrada en vigencia de la ley, otros dos autores reiteraron la idea anterior, pero ahora como un lamento, afirmando que en un recurso disciplinario como éste, entender lo que constituye una falta o abuso grave es “probablemente lo más importante en una atribución disciplinaria como el recurso de queja, y sin embargo lo que menos se ha tratado de forma seria por la doctrina”.iii Espero que este trabajo contribuya con dicho objetivo, y que sirva para aclarar en qué consiste el recurso de queja, y cuándo se configura su causal de interposición. Al menos ese fue el propósito que se persiguió durante casi dos años de trabajo.

			Aprovecho de agradecer los acertados comentarios y consejos de mi profesor y amigo, Alejandro Romero Seguel.






			
				
					i		TAVOLARI OLIVEROS (1996), pp. 6 y 7.

				

				
					ii		SEPÚLVEDA RIVAS y OBERG YÁÑEZ (1994), p. 11.

				

				
					iii		PÉREZ RAGONE y NÚÑEZ OJEDA (2015), pp. 501 y 502. 
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			CAPÍTULO I
EL RECURSO DE QUEJA COMO MEDIO
DE IMPUGNACIÓN

			1. HISTORIA DEL RECURSO DE QUEJA

			No existe claridad respecto del origen del recurso de queja. Para algunos sería una creación netamente chilena, que tendría su origen en el “recurso de injusticia notoria y vejaciones” que contenía el Reglamento Constitucional Provisorio del año 1811.1 Otros afirman que sería una herencia de la legislación española, concretamente, del “recurso de injusticia y nulidad notoria”.2 Finalmente están aquellos que sostienen que el recurso de queja es una creación jurisprudencial de nuestros tribunales de justicia.3

			Sea cual sea el origen, existen ciertos hitos en la historia del recurso que nos parece relevante destacar para el desarrollo de este trabajo. El primero tuvo lugar con la CPR de Mariano Egaña del año 1823, en la que no sólo se mantuvo en nuestro ordenamiento el recurso español de injusticia notoria y vejaciones, sino que además, se consagró la superintendencia correccional de la Corte Suprema respecto de los demás tribunales del país. En su artículo 148, establecía que “tiene la Suprema Corte, la superintendencia directiva, correccional, económica i moral ministerial, sobre los tribunales i juzgados de la Nación. Tiene también la de política criminal, conforme al reglamento que se formará sobre estas atribuciones”. Luego el artículo 149 agregaba que “[E]n consecuencia del artículo anterior, conoce en única instancia: 1°… de las vejaciones, dilaciones i otros crímenes i perjuicios causados por los jueces de apelaciones en la secuela de los juicios, procediendo sumariamente, sin alterar lo juzgado i para el solo efecto de declarar la responsabilidad personal del juez i después de concluido el proceso…”.

			Un segundo hito vino con la entrada en vigencia de la CPR de 1833. Aunque curiosamente dicha Carta no hizo mención alguna de la Corte Suprema, sí estableció que existiría una magistratura que tendría a cargo la “superintendencia directiva, correccional i económica sobre todos los tribunales i juzgados de la nación”, declaración que como podrá apreciar el lector, se ha mantenido vigente hasta el día de hoy respecto del Máximo Tribunal (artículo 82 de la CPR).

			Otro hito a destacar fue la dictación el año 1875 de la ley sobre “Organización i Atribuciones de los Tribunales”, antecesora de nuestro actual COT, que en su artículo 69 introdujo el vocablo “quejas” para referirse a los reclamos que las partes pudieran dirigir a las Cortes de Apelaciones por las faltas o abusos que los jueces inferiores cometieran en el ejercicio de sus funciones, y en su artículo 70 estableció una serie de sanciones a las que se exponían los jueces por las faltas o abusos que cometieran en el ejercicio de sus labores.4 La misma ley, en su artículo 108, volvió a repetir la idea de que correspondía a la Corte Suprema la “jurisdicción correccional, disciplinaria y económica sobre todos los tribunales de la Nación”.

			Pues bien, fue dando aplicación a la norma anterior que el recurso de queja, como lo conocemos hoy, nació a la vida jurídica. Y lo hizo de la mano de la jurisprudencia de los tribunales superiores de justicia. Tal como lo explica la Corte Suprema en sentencia de fecha 8 de diciembre de 1966, “este medio legal nació mediante una interpretación jurisprudencial que hicieron los tribunales superiores de los preceptos de la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales de 1875, que instituyeron la queja como medio de corregir y sancionar las faltas o abusos en que hubieren podido incurrir los jueces en el ejercicio de su ministerio y si bien, con posterioridad, el concepto de recurso de queja ha tenido acogida en la ley, no por ello ha perdido su carácter de recurso del que conoce el superior en ejercicio de sus facultades disciplinarias para modificar aquellas resoluciones en que los falladores, con errado concepto, se apartan del mérito del proceso y hacen mal uso de sus facultades en términos de producir al litigante un perjuicio que solamente puede ser reparado por este medio”.5

			Más tarde, el año 1943, se aprobó el actual COT. En él por primera vez se incorporó formalmente el recurso de queja en nuestro ordenamiento jurídico, formalizando el trabajo que habían venido realizando los tribunales de justicia. Este recurso, en conjunto con la queja propiamente tal, tuvo por finalidad velar por la disciplina de los tribunales de justicia.

			Originalmente dentro de las características del recurso destacaba la facilidad para interponerlo en comparación con el de casación.6 Asimismo, podía deducirse en contra del juez por la dictación de cualquier tipo de resolución, incluyendo sentencias, autos y decretos. Además, el recurso de queja podía ser interpuesto aun cuando la resolución en la que se había cometido la falta o abuso pudiera impugnarse por medio de otro recurso, fuera ordinario o extraordinario.7

			Estas características produjeron dos efectos negativos con el paso del tiempo. El primero, que con el tiempo el recurso de queja comenzó a ser utilizado en la práctica como una tercera instancia, en virtud de la cual la Corte Suprema volvía a revisar los hechos y el derecho de un asunto que ya había sido zanjado en dos oportunidades anteriores. Tal como señala Maturana, “[e]l recurso de queja se convirtió en una tercera instancia de facto, degenerando el rol de la Corte Suprema, puesto que se convirtió en otra instancia de apelación, olvidando su papel como tribunal de casación, puesto que este tribunal podía conocer y modificar tanto los hechos como el derecho de la Litis”.8 El segundo efecto negativo, que está relacionado con el anterior, consistió en la sobrecarga de trabajo de la que fue víctima la Corte Suprema, que debió destinar gran parte de su tiempo a conocer de los miles de recursos de queja que se interponían.9

			Para remediar esta situación el año 1995 entró en vigor la Ley 19.374, que introdujo distintas reformas al Poder Judicial, y entre ellas al recurso de queja, buscando limitar su procedencia y reencausarlo a su origen disciplinario. Tal como se lee del Mensaje de la ley en cuestión, “se amplía el ámbito para interponer el Recurso de Casación y se restringe el del Recurso de Queja, con modificaciones a los artículos 767 y siguientes del CPC, y a los artículos 545 y 549 del COT, respectivamente. Con esta reforma se pretende que el Recurso de Casación sea más fácil en su interposición, más expedito en su tramitación y menos formalista, para que de esta manera los Tribunales Superiores, mediante el conocimiento de este recurso puedan, en mejor forma, sentar jurisprudencia. El de queja se limita porque entendemos que, siendo éste un recurso disciplinario, ha distorsionado en la práctica el sistema procesal y la función jurisdiccional de los Tribunales Superiores de Justicia, toda vez que se interpone en vez de otros recursos procedentes, recargando el trabajo de las cortes, dándose el caso que por esa vía la Corte Suprema puede llegar a conocer de cualquier causa que se tramita en primera instancia”.10

			Para lograr lo anterior se limitó la procedencia del recurso sólo a las sentencias definitivas e interlocutorias que pusieran término al juicio o hicieran imposible su continuación. También se prohibió su interposición cuando la resolución afectada por la falta o abuso pudiera ser impugnada por otro recurso, ordinario o extraordinario. Además, se incorporaron una serie de sanciones disciplinarias que debían ser aplicadas por el tribunal superior al inferior en caso de acogerse el recurso de queja. Finalmente se fortaleció el recurso de casación como el medio de impugnación del que por excelencia debe conocer la Corte Suprema.11 Todo esto, reiteramos, con miras a potenciar el carácter disciplinario del recurso de queja, y limitar su interposición.

			A partir de entonces la Corte Suprema ha llevado a cabo importantes esfuerzos para ajustar su actuar a la reforma. Así se refleja, por ejemplo, en la gran cantidad de recursos de queja que día a día declara inadmisibles o rechaza de plano; en los fundamentos de los numerosos fallos por los que rechaza los recursos de queja interpuestos en contra de los ministros de corte de apelaciones que se pronunciaron respecto de otro recurso de queja; en todos esos casos en los que decide rechazar los recursos de queja y acto seguido hacer uso de sus facultades de oficio para corregir las infracciones denunciadas; y en muchas otras circunstancias que iremos revisando a lo largo de este trabajo.

			Si bien muchos de esos esfuerzos han producido sus frutos, y prueba de lo anterior es que hoy en día se interponen y acogen menos recursos de queja de los que se interponían y acogían antes de la reforma, según se verá los problemas que motivaron la reforma se han mantenido de cierta forma hasta hoy, y poco a poco se van acrecentando con la aparición de procedimientos que contemplan expresa o tácitamente este recurso. Asimismo, es cada vez más frecuente que las partes interpongan recursos de queja cuyo objetivo no es la denuncia y corrección de una falta o abuso grave, sino que la motivación de una nueva instancia jurisdiccional por haber quedado una de las partes disconforme con el resultado del litigio.12

			2. CONCEPTO

			La doctrina le ha dado distintas definiciones al recurso de queja. Casarino lo define como “el medio que la ley franquea a las partes agraviadas por una resolución judicial abusiva, en contra de la cual no procede ningún recurso, para que se la deje sin efecto y se la enmiende en conformidad a derecho”.13 Mosquera y Maturana, en tanto, como el “acto jurídico procesal de parte que se ejerce directamente ante el Tribunal superior jerárquico y en contra del juez o jueces inferiores que dictaron en un proceso del cual conocen una resolución con falta o abuso grave, solicitándole que ponga pronto remedio al mal que motiva su interposición mediante la enmienda, revocación o invalidación de aquella, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias que fueren procedentes por el pleno de ese Tribunal respecto del juez o jueces recurridos”.14 Finalmente Sepúlveda y Oberg lo definen como “el medio extraordinario que la ley confiere a las partes para impedir de un tribunal superior el ejercicio de sus facultades disciplinarias, respecto de los jueces u órganos que ejerzan jurisdicción por las faltas o abusos graves cometidos en el pronunciamiento de ciertas resoluciones y, consecuencialmente, la adopción de medidas conducentes a remediar tales faltas o abusos”.15

			A partir de las definiciones anteriores, y de los elementos y características que revisaremos más adelante en este trabajo, definiremos el recurso de queja como aquél medio de impugnación que reconoce la ley a la parte que, en el marco de un procedimiento jurisdiccional, se ve afectada por una falta o abuso grave cometida por el juez o los jueces que conocen del mismo, en la dictación de la sentencia definitiva, o de una sentencia interlocutoria que le pone término o hace imposible su continuación, para que lo interponga ante el superior jerárquico de dicho juez o jueces, a fin de que adopte las medidas necesarias para corregir la falta o abuso denunciada, las que podrán incluir no sólo acciones disciplinarias respecto de los magistrados, sino que también la modificación de la resolución en la que se produjo la falta o abuso.

			3. MARCO NORMATIVO

			El recurso de queja se encuentra regulado en el Título XVI del COT, denominado “De la jurisdicción disciplinaria y de la inspección y vigilancia de los servicios judiciales”.

			El artículo 545 dispone que el recurso de queja tiene por única finalidad corregir las faltas o abusos graves cometidos por los tribunales en la dictación de resoluciones de carácter jurisdiccional. La misma norma detalla las resoluciones que pueden motivar la interposición del recurso, que podrán ser sentencias definitivas o interlocutorias, éstas cuando pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, siempre y cuando no sean susceptibles de ser impugnadas por medio de otro recurso. Como excepción a la regla anterior, el COT autoriza la interposición del recurso de queja en conjunto con el de casación en la forma, cuando se trate de sentencias definitivas dictadas por árbitros arbitradores.16 Esta última idea es reiterada en el inciso segundo del artículo, que dispone que la sentencia que se dicte acogiendo un recurso de queja no podrá, salvo en los casos de sentencias dictadas por arbitradores, modificar, enmendar o invalidar resoluciones judiciales respecto de las cuales la ley contempla recursos jurisdiccionales ordinarios o extraordinarios. Con este requisito se reafirman la excepcionalidad del recurso de queja y su naturaleza.17

			También en su inciso segundo, el artículo 545 dispone que la sentencia que acoja un recurso de queja deberá incluir las consideraciones precisas que demuestran la falta o abuso grave que motiva el acogimiento, así como los errores u omisiones manifiestos y graves que los constituyan, los que deberán haberse materializado en la sentencia que motivó la interposición del recurso. El fallo del recurso, además, deberá indicar las medidas a adoptar para corregir la falta o abuso detectada.

			La última parte del artículo dispone que en los casos en que un tribunal invalide una resolución jurisdiccional haciendo uso de sus facultades disciplinarias, deberá además adoptar todas las medidas disciplinarias que estime pertinentes.18 Finalmente la norma exige al tribunal que acoge un recurso de queja que dé cuenta de dicha circunstancia al pleno, para que éste adopte medidas disciplinarias adicionales si es que ello fuera procedente, en atención a la naturaleza de las faltas o abusos cometidas. Culmina el artículo señalando que siempre que se acoja un recurso de queja, se deberá amonestar privadamente al juez o jueces que incurrieron en la falta o abuso, sin perjuicio de la procedencia de otras medidas disciplinarias.

			Todo lo anterior es sin perjuicio de la facultad que tiene la Corte Suprema para actuar de oficio cada vez que lo considere pertinente, en ejercicio de sus facultades disciplinarias.19

			Luego el artículo 548 del COT regula los aspectos procesales de la interposición del recurso de queja. Éste deberá ser interpuesto por el afectado dentro del plazo fatal de cinco días hábiles, contados desde la fecha en que se le notifica la resolución que lo afecta (que contiene la falta o abuso).20 El recurso deberá ser patrocinado expresamente por un abogado habilitado para el ejercicio de la profesión.

			Dentro de los requisitos de interposición del recurso de queja se cuentan la individualización de los jueces o funcionarios que cometieron la falta o abuso denunciada, y la especificación del proceso en el que ella se materializó. Se debe transcribir la sentencia dictada o acompañar copia de ella, y especificar su fecha de dictación y la de su notificación al recurrente, debiéndose señalar además si se trata de una sentencia definitiva o interlocutoria. Finalmente se deben exponer clara y específicamente las faltas o abusos que se denuncian. Junto a lo anterior el recurrente de queja deberá acompañar un certificado emitido por el secretario del tribunal que dictó la sentencia con falta o abuso, que deberá contener el número de rol del expediente y su carátula, el nombre de los jueces que dictaron la resolución que motiva el recurso, la fecha de su dictación y la de su notificación al recurrente, y el nombre del mandatario judicial y del abogado patrocinante de cada una de las partes. La norma señala que bastará para que el secretario emita el certificado la solicitud verbal o escrita del interesado, sin que sea necesaria una orden judicial.

			El artículo termina autorizando al recurrente a solicitar una orden de no innovar en cualquier estado del recurso, tras lo cual el presidente del tribunal en cuestión deberá designar la sala que decidirá si la acoge o no, que será la misma que posteriormente conocerá sobre el fondo del recurso de queja.

			Finalmente, el artículo 549 regula la tramitación que seguirá el recurso luego de su interposición. Lo primero será el control de admisibilidad que deberá llevar a cabo el tribunal ante el cual se interpuso el recurso –el superior jerárquico de aquél que dictó el fallo con falta o abuso– que comprobará que el mismo cumple con todos los requisitos previamente enumerados, especialmente si la resolución que motiva su interposición es o no susceptible de otro recurso. En caso de fallar en el control de admisibilidad, el recurso de queja será declarado inadmisible sin más trámite, frente a lo cual el recurrente sólo podrá interponer un recurso de reposición fundado en error de hecho. Excepcionalmente si el requisito de admisibilidad que se incumple es el de presentación del certificado, y siempre que haya existido causa justificada para no acompañarlo, el tribunal dará un nuevo plazo fatal e improrrogable para hacerlo, que no podrá exceder de seis días hábiles.

			Sorteado exitosamente el control de admisibilidad, el tribunal pedirá informe al juez o jueces que incurrieron en las faltas o abusos denunciadas, el cual deberá limitarse únicamente a los hechos que configurarían dichas faltas o abusos. Dicho informe deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha en que el tribunal recurrido recibió el oficio respectivo. Vencido dicho plazo, y habiéndose recibido o no el informe, se procederá a la vista del recurso, trámite que tendrá una ubicación especial respecto de la vista de los otros recursos. En ese sentido el recurso de queja será agregado preferentemente a la tabla, respecto del mismo no procederá la suspensión de su vista, y las medidas para mejor resolver sólo podrán decretarse una vez terminada la vista del recurso. El artículo termina señalando que cualquiera de las partes que intervino en el proceso en el que se cometieron las supuestas faltas o abusos podrá comparecer en el recurso, lo que podrá hacer hasta antes de la vista de la causa.

			Como vemos la tramitación de este recurso está estrictamente regulada en la ley, lo que es reflejo de los objetivos que se tuvieron en mente al reformarlo el año 1995. Dicho rigor se ve también reflejado en la jurisprudencia de la Corte Suprema, que constantemente declara inadmisibles recursos de queja. Respecto de la naturaleza de la resolución en la que se produjo la falta o abuso grave, conocemos casos en los que se han declarado inadmisibles recursos de queja interpuestos respecto de una resolución que decretó una medida para mejor resolver21, de otra que declaró inadmisible un recurso de apelación incidental22, de otra que rechazó un recurso de hecho23, de otra que rechazó un recurso de reposición24, de otra que rechazó un recurso de nulidad laboral25, de otra que rechazó un incidente de recusación26, de otra que rechazó la solicitud de citar a confesar deuda27, de otra que rechazó un recurso de aclaración rectificación o enmienda28, de otra que no hizo lugar al recurso de reposición interpuesto contra aquella resolución que declaró desistido un recurso de casación29, de otra que declaró desierto un recurso de apelación30, de otra que rechazó el incidente de nulidad de todo lo obrado31, de otra que confirmó una resolución de primera instancia que acogió la excepción dilatoria de ineptitud del libelo32, de otra que confirmó una resolución de primera instancia que concedió una medida precautoria33, de otra que rechazó un incidente de abandono del procedimiento34, entre otros casos.35

			También existen muchos recursos de queja que son declarados inadmisibles porque las resoluciones en las que se producen las supuestas faltas o abusos son susceptibles de ser impugnadas por medio de otros recursos. Una fórmula que frecuentemente se utiliza con ese propósito es la siguiente: “Que de conformidad con el artículo 545 del COT, el recurso de queja sólo procede en contra de sentencias definitivas o interlocutorias que ponen término al juicio o hacen imposible su prosecución y siempre que no sean susceptibles de ningún otro recurso, sea ordinario o extraordinario. Segundo: Que la resolución que se impugna en estos antecedentes es aquella que revocó la que hizo lugar a una tercería de posesión, declarando que quedaba desestimada; que puede ser impugnada por medio de otros recursos, razón suficiente para declarar inadmisible el intentado en autos”.36

			Respecto del plazo de interposición del recurso, la Corte Suprema también vela con rigor por su respeto, existiendo diversos casos en los que se declaran inadmisibles recursos de queja por no haber sido interpuestos dentro del plazo, aun cuando la parte recurrente se haya excedido en un solo día.37 Otros recursos de queja son declarados inadmisibles porque no se adjuntó el certificado que exige la ley38, o bien, porque no se cumplió con la obligación de reproducir la sentencia en la que se produjo la falta o abuso, o de acompañar una copia de la misma.39

			Si bien la mayoría de los recursos de queja son declarados inadmisibles, o desechados de plano, ese rigor del Máximo Tribunal se compensa con el ejercicio de sus facultades para actuar de oficio, según veremos más adelante.

			4. NATURALEZA JURÍDICA

			Mucho se ha discutido respecto de la naturaleza jurídica del recurso de queja. La complejidad en la discusión viene dada por el hecho de que no obstante ser un mecanismo para controlar la disciplina de los jueces, el recurso de queja igual faculta al tribunal que conoce de él para modificar lo resuelto por el juez o jueces que cometieron la falta o abuso. Es decir, el recurso de queja junto con ser disciplinario, tiene a la vez una arista jurisdiccional.

			Si bien nadie discute la doble composición del recurso en estudio, y de hecho es el propio legislador el que reconoce ambas características, el problema radica en definir su naturaleza jurídica, si es disciplinaria o jurisdiccional. La interrogante en cuestión dista mucho de ser un tema meramente dogmático o teórico, ya que tiene importantes repercusiones en la práctica. Por ejemplo, el artículo 545 del COT dispone que el recurso de queja “tiene por exclusiva finalidad corregir las faltas o abusos graves cometidos en la dictación de resoluciones de carácter jurisdiccional”, de lo que se sigue que el mismo no sería procedente cuando las faltas o abusos se produzcan en la dictación de una resolución que no es jurisdiccional. Por lo tanto, si se considera que el recurso de queja y la sentencia que lo resuelve son de naturaleza disciplinaria, las faltas o abusos graves cometidas por los ministros de una corte de apelaciones al pronunciarse respecto de otro recurso de queja quedarían al margen del control disciplinario de la Corte Suprema según el tenor de la norma en cuestión.

			Pues bien, sobre este tema existen diversas posturas. Por un lado encontramos la opinión de la Corte Suprema, que constantemente considera el recurso de queja como un arbitrio de naturaleza disciplinaria, y que su exclusiva finalidad es corregir las faltas o abusos graves cometidos en la dictación de resoluciones de carácter jurisdiccional.40

			En la doctrina, en tanto, las posiciones se encuentran divididas. Por una parte autores como Sepúlveda y Oberg señalan que el hecho de que la ley utilice la palabra “corregir” demuestra un cierto equilibrio entre ambos componentes del recurso. “[A]l usar la ley el vocablo ‘corregir’, comprende, a la vez, el elemento sancionatorio y el elemento de enmienda de la decisión jurisdiccional en cuestión”.41 Otros autores, como Pérez Ragone y Núñez Ojeda, se inclinan por dar mayor relevancia al componente disciplinario que al jurisdiccional (sin perjuicio de describir al de queja como un recurso cuasi jurisdiccional),42 afirmando que “nos encontramos ante un recurso prioritariamente disciplinario”.43 Finalmente encontramos a Tavolari, quien tomando la posición contraria, se inclina por ver al recurso de queja como un mecanismo esencialmente jurisdiccional, con un componente disciplinario.44

			Nuestra posición es algo distinta de las anteriores, puesto que consideramos que el recurso de queja es de naturaleza disciplinaria, con un componente jurisdiccional que es limitado y excepcional.45 Nos apoyamos para afirmar lo anterior, en primer lugar, en la historia del recurso. Según se explicó, desde que el recurso de queja fue incorporado en el COT, e incluso desde sus difusos orígenes, ha tenido por objeto velar por la disciplina de los tribunales de justicia, y precisamente ese ha sido el aspecto que lo ha distinguido del resto de los recursos. En segundo lugar, encontramos distintos argumentos de texto. El artículo 545 del COT dispone que el recurso de queja tiene por exclusiva finalidad corregir las faltas o abusos graves cometidos en la dictación de resoluciones de carácter jurisdiccional, mientras que el artículo 66 inciso tercero del mismo cuerpo legal, distingue expresamente al recurso de queja de los demás recursos jurisdiccionales46, a lo que debe agregarse el hecho de que el COT regula el recurso en comento en su Título XVI, denominado “De la jurisdicción disciplinaria y de la inspección y vigilancia de los servicios judiciales”.

			En tercer lugar, se debe señalar que, a diferencia del resto de los recursos jurisdiccionales, el recurso de queja se interpone directamente ante el superior jerárquico de aquél al que se acusa de haber incurrido en una falta o abuso grave, lo que constituye una garantía de que el reclamo llegará ante quien debe conocer del mismo. En cuarto lugar, y según se explicará más adelante, el recurso de queja se interpone en contra de una persona o grupo de personas, y no en contra de una resolución, algo bastante especial en nuestro ordenamiento jurídico, puesto que todos los recursos jurisdiccionales se interponen respecto de resoluciones, y no de personas. Finalmente tenemos los fundamentos de la reforma de la que fue objeto el recurso de queja el año 1995, uno de los cuales fue precisamente reencausar el recurso a su origen disciplinario, luego de su desnaturalización para convertirse en una tercera instancia.47

			Lo anterior no se ve afectado por el hecho de que del acogimiento del recurso de queja se siga un acto jurisdiccional de parte del tribunal que lo acogió, modificando la resolución que motivó el recurso. Parece razonable que si el superior jerárquico ya hizo el esfuerzo de revisar si hubo o no falta o abuso del inferior, modifique lo resuelto por éste para poner pronto remedio al mal que se está ocasionando. La otra alternativa, que nos parece ineficiente, sería que dicho superior jerárquico se limitara a definir si hubo o no una falta o abuso grave y a aplicar la sanción respectiva, para luego devolver la causa al inferior para que éste emita un nuevo pronunciamiento (con jueces distintos). Lo mejor para el sistema en general, y para las partes en particular, es que si ya se activó la competencia del superior jerárquico, sea éste quien modifique lo resuelto con falta o abuso, en vez de añadir una nueva etapa procesal a un procedimiento que a esas alturas ya habrá tardado demasiado. Esta circunstancia, que es práctica, en ningún caso transforma al recurso de queja en un recurso jurisdiccional ni cuasi jurisdiccional. Sigue siendo un recurso disciplinario, con un componente jurisdiccional.

			5. CARACTERÍSTICAS DEL RECURSO DE QUEJA

			5.1. No es una tercera instancia

			Como se señaló, una de las razones que motivaron la reforma al recurso de queja el año 1995 fue que el mismo se había convertido en la práctica en una tercera instancia, por medio de la cual la Corte Suprema volvía a revisar los hechos y el derecho en causas que ya habían recibido dos pronunciamientos previos. Uno de sus objetivos, por lo tanto, fue poner término a dicha práctica y reencausar el recurso a su sentido original.

			Es por ello que hoy doctrina y jurisprudencia se encuentran contestes al afirmar que el recurso de queja no constituye una nueva instancia, una tercera instancia, en la que los hechos y el derecho de la causa puedan volver a ser discutidos. En ese sentido Mosquera y Maturana señalan que éste es “un recurso que no constituye instancia para la revisión de todas las cuestiones de hecho y de derecho, sino que únicamente faculta al superior para examinar si se cometió la falta o abuso grave invocada por el recurrente”.48 La Corte Suprema, por su parte, constantemente está rechazando o declarando inadmisibles recursos de queja cuyo propósito es provocar una nueva revisión de la causa, bajo la siguiente fórmula u otra similar: “Que, como ha sido repetidamente resuelto por este Tribunal, el ejercicio de este recurso disciplinario no tiene lugar en los casos en que se enfrenta una diferencia de opiniones entre las partes y los tribunales, en relación a la valoración de los elementos de convicción o a la interpretación jurídica de las normas sustantivas o procesales, actividades cuyo resultado, como en este caso, puede ser estimado válido y que ha sido suficientemente fundado, desde que el recurso de queja no ha sido instituido para corregir errores de ese carácter y provocar por este solo concepto un nuevo pronunciamiento sobre el asunto, pues en el caso sub lite, cualesquiera que hayan podido ser las equivocaciones atribuidas a los jueces con motivo de su decisión, no representan una falta a sus deberes funcionarios ni un abuso de facultades, sino que a lo más un criterio diverso sobre el asunto que les corresponde resolver”.49 Más claro aún fue lo resuelto en “Sociedad de Exploración y Desarrollo Minero con Sernageomin”50, donde el Máximo Tribunal señaló que “el recurso de queja no ha sido instituido como una tercera instancia para revisar y corregir interpretaciones de normas que sustenten decisiones jurisdiccionales”.

			5.2. Es un medio de impugnación extraordinario

			En línea con lo anterior, el recurso de queja no es un recurso ordinario. No tiene una finalidad jurisdiccional, aunque en la práctica produzca ese efecto, y su único propósito según lo dispuesto en el inciso primero del artículo 545 del COT, es corregir las faltas o abusos graves que cometan los jueces en la dictación de ciertas resoluciones jurisdiccionales, aunque de ello se siga posteriormente un cambio jurisdiccional. A diferencia de lo que sucede con otros recursos, para que proceda el de queja no es suficiente con que exista un agravio, sino que ese agravio debe haberlo producido una falta o abuso grave del juez o tribunal. Tiene que haber habido una indisciplina de su parte.

			Tal como lo señalan Sepúlveda y Oberg, éste “es un recurso extraordinario, porque no basta sólo el agravio del recurrente, sino que es necesario que se funde en la causal establecida en la ley, esto es, en el hecho de haber existido una falta o abuso grave en la dictación de una resolución”.51 Así también lo ha reiterado el Máximo Tribunal, al declarar “[q]ue tras las reformas introducidas por medio de la Ley 19.374, publicada el 18 de febrero de 1995, el recurso de queja vio ajustados los requisitos necesarios para su interposición y mermada la órbita de la naturaleza de las resoluciones que lo admiten (…) A la luz de lo antedicho, se advierte que el arbitrio procesal en referencia quedó revestido de un carácter excepcional y circunscrito a un ámbito restringido del quehacer jurisdiccional; luego, la interpretación que ameriten sus particularidades ha de ser emprendida bajo una óptica restrictiva”.52

			Según veremos a lo largo de este trabajo, esta característica del recurso de queja se manifiesta al comparar el número de recursos que se interponen, con el número de ellos que son acogidos por los tribunales. La gran mayoría de los recursos de queja no prosperan en su tramitación, ya sea porque son declarados inadmisibles o bien, desechados en el fondo por improcedentes.

			5.3. Se interpone en contra de una persona, y no de un tribunal o de una resolución

			Otra particularidad del recurso de queja es que a diferencia de los otros recursos de nuestro ordenamiento jurídico, se interpone en contra de una persona y no en contra de una resolución53, lo que refuerza su carácter disciplinario. Si un determinado juez al dictar una sentencia comete una falta o abuso grave, el afectado con ella que decida interponer un recurso de queja lo deberá dirigir no en contra de la sentencia, sino que en contra de la persona del juez. Es por ello que el COT exige a la parte recurrente de queja, y al secretario del tribunal en el que se desempeña el juez que cometió la falta o abuso, que en el escrito de recurso y en el certificado de queja, respectivamente, individualicen a él o los jueces que cometieron la falta o abuso.

			5.4. Se deduce ante el tribunal superior jerárquico

			A lo anterior debe agregarse el hecho de que el recurso de queja se interpone ante el tribunal superior jerárquico de aquél que dictó la resolución con falta o abuso. Normalmente en nuestro ordenamiento procesal los recursos se interponen ante el tribunal que dictó la resolución, para que éste los eleve ante el tribunal que deberá resolverlo.54 Ello implica que recursos como el de casación, el de nulidad laboral o el de apelación son objeto de un doble control de admisibilidad, uno ante el tribunal a quo y otro ante el tribunal ad quem. El recurso de queja no, puesto que se tramita únicamente ante el tribunal superior.

			Esta circunstancia tiene una explicación lógica, que también refuerza la naturaleza disciplinaria del recurso de queja. El hecho de que un litigante tenga línea directa con el tribunal superior de aquél que cometió la falta o abuso, constituye una garantía a su favor, puesto que de mediar un control de admisibilidad previo ante el tribunal al que se pretende denunciar, es natural que éste se viera tentado de tumbar ese recurso de alguna u otra forma, para evitar que llegue a sus superiores. La circunstancia anterior implica que el recurso de queja será conocido únicamente por las cortes de apelaciones y por la Corte Suprema, según lo confirman las normas que se citan a continuación.

			Para las cortes de apelaciones, el artículo 63 del COT dispone que “[L]as Cortes de Apelaciones conocerán: 1° En única instancia: (…) c) De los recursos de queja que se deduzcan en contra de jueces de letras, jueces de policía local, jueces árbitros y órganos que ejerzan jurisdicción, dentro de su territorio jurisdiccional”.

			Respecto de la Corte Suprema, su competencia viene dada por los artículos 97 y 98 del COT. El primero de ellos dispone que “[L]as sentencias que dicte la Corte Suprema al fallar los recursos de casación de fondo y forma, de nulidad en materia penal, de queja, de protección y de amparo, así como la revisión de sentencias firmes, no son susceptibles de recurso alguno, salvo el de aclaración, rectificación y enmienda que establece el artículo 182 del CPC”. El artículo 98 en tanto señala que “[L]as salas de la Corte Suprema conocerán: (…) 7.- De los recursos de queja, pero la aplicación de medidas disciplinarias será de la competencia del tribunal pleno”. A ambas normas debe agregarse lo dispuesto en el artículo 82 de la CPR, que reconoce al Máximo Tribunal la superintendencia directiva, correccional y económica sobre todos los tribunales del país (con excepción del Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los tribunales electorales regionales), señalando que en uso de sus facultades disciplinarias, la Corte Suprema podrá invalidar resoluciones jurisdiccionales en los casos y forma que establezca la ley.

			5.5. Es irrenunciable

			La última característica a la que nos referiremos, consiste en que el recurso de queja es irrenunciable para las partes. Esto es especialmente relevante en materia arbitral, puesto que en dicha sede es normal que las partes acuerden renunciar a todos los recursos, a fin de que el conflicto sea resuelto de forma más expedita, en única instancia. Así, es frecuente en las cláusulas arbitrales que las partes declaren que renuncian a todos los recursos, y muchas veces incluyen expresamente que dicha renuncia se extenderá también al de queja. Sin embargo, y a pesar del silencio de la ley en la materia, hoy jurisprudencia y doctrina se encuentran de acuerdo respecto de que dicha estipulación no tiene ningún valor, y que el recurso de queja no puede ser renunciado. Lo anterior se explica en que este recurso no es un recurso cualquiera, y en que sus objetivos difieren de aquellos que tienen los recursos jurisdiccionales ordinarios (que sí pueden ser renunciados en sede arbitral, con excepción del recurso de casación en la forma bajo ciertas causales).

			Según explicamos, éste es un medio de impugnación eminentemente disciplinario, y por lo tanto su objetivo principal es resguardar la conducta de los jueces en la dictación de los fallos, y al mismo tiempo impedir que las faltas o abusos graves que puedan cometer queden sin remedio. En torno al recurso de queja existe una cuestión que es de interés general, que va más allá de la autonomía de la voluntad de las partes. Tal como lo señala Munita, la “renuncia no puede tener valor, y debe mirarse como no escrita, porque las disposiciones que establece este recurso son de orden público manifiesto, pues tienden, no al interés privado de las partes, sino a la correcta administración de justicia y al buen desempeño de las labores de los jueces. No se trata de un caso de libre renunciabilidad, como la renuncia de los recursos ordinarios que miran sólo al interés de las partes”.55

			Haciendo eco de dicha tesis encontramos algunos pronunciamientos de la Corte Suprema. Por ejemplo en la causa “Comercial Proventa S.A. con Ministros”56, el Máximo Tribunal concluyó que “No puede dejar de consignarse que cada vez es más frecuente que las partes de un convenio renuncien a los recursos que la ley dispone en vista a obtener una resolución más expedita y rápida de los conflictos, empero, en ningún caso puede entenderse que, como consecuencia de esa motivación, se vean aquéllas privadas de la posibilidad de recurrir ante una falta o abuso grave cometido por el órgano jurisdiccional en el ejercicio de tales funciones”. Reafirmando el criterio anterior, en la causa “Constructora Novatec S.A. con Ministros”57, la Corte Suprema resolvió que “teniendo en especial consideración que la decisión de inadmisibilidad adoptada por el tribunal de alzada importaría privar a las partes de su derecho irrenunciable de recurrir ante los tribunales ordinarios para reclamar por faltas o abusos graves que pueden incidir en la correcta administración de justicia, esta Corte hará uso de la facultad oficiosa que confiere el artículo 545 del COT en los términos que se dirá en lo resolutivo”.
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